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PREFACIO 
 Una crisis, todas las crisis



    Este libro cuenta la historia de una crisis que cumple 20 años. Pero en el fondo, cuenta la historia de una crisis que es mucho más que veinte aniversarios: la crisis de un país que lleva más de doscientos años buscando su lugar en el mundo, una forma de organización y de vida.


    No me voy a arrogar el derecho a escribir sobre esa historia nacional larga, para la que hay mucha gente mucho más capacitada que yo. Pero sí voy a tomar la palabra para contar, a partir de mi experiencia, cómo aquellos días que nos marcaron la vida pusieron en juego y definieron un modelo de país que hace posible construir nuestro desarrollo.


    No encontrarán aquí la narración prolija de un espectador, sino el vértigo de un protagonista. En diciembre de 2001, como presidente de la Unión Industrial Argentina, formaba parte y lideraba un grupo que se había puesto al hombro el desafío de frenar un embate que se estaba llevando puesto al país. Su nombre: dolarización. El entierro de la posibilidad de ser un país desarrollado.


    De diciembre de 2001 nos quedan las imágenes más crudas que vivió el país desde el retorno de la democracia en 1983: el corralito y las protestas contra los bancos, los piquetes y las cacerolas, la noche del estado de sitio el 19 de diciembre, el helicóptero, las Asambleas Legislativas de madrugada, las palmeras incendiadas en Plaza de Mayo, las muertes trágicas y evitables, los presidentes interinos que se sucedían, la incertidumbre de aquel presente y la angustia sobre el futuro.


    Pero por debajo de esas escenas que todavía nos atraviesan y que se convirtieron en un fantasma permanente en los años que siguieron, se desenvolvía una batalla más profunda y definitoria que amenazaba con hacer virar estructuralmente a nuestro país hacia un lugar que nadie en su sano juicio habría elegido, pero que estuvimos a punto de aceptar pasivamente ante la magnitud de la debacle.


    Estábamos siendo víctimas de lo que años después la reconocida autora canadiense Naomi Klein llamó “la doctrina del shock”: imponer reformas nocivas y estructurales a fuerza de sembrar desastres. Reconstruir esa historia requiere entender quién era quién y quién defendía qué y para qué, para entender el juego completo de un tablero complejo en el que se jugaba el destino del país.


    ¿Qué estaba en juego?


    Desde que el mundo es mundo, la lucha geopolítica entre las naciones es por lo mismo: tener o producir riqueza, agregarle valor. Fue así desde que hay registros históricos y será por siempre así. Para tener directamente las riquezas de otros existieron los imperios, la dominación directa. En los últimos siglos, la dominación directa pasó a ser la excepción, y la regla es la colonización cultural, que lleva a la captación indirecta de los recursos del otro.


    ¿Qué tiene que ver esto con diciembre de 2001? Todo. Las profundas crisis económicas recurrentes que el país sufre desde hace décadas, y en especial desde que la dictadura militar instauró a fuerza de pistola un modelo económico basado en la especulación financiera, tienen que ver con la incapacidad que tenemos como país de tomar el control de nuestro destino a partir de los recursos y la capacidad para agregarles valor.


    Suena fácil pero es difícil: los países del mundo desarrollado, muchos de los cuales se desarrollaron a costa de extraer o transformar la riqueza de otros, pretenden que nadie más se desarrolle. Nos quieren primarizados y proveedores de las materias primas y los recursos naturales que ellos necesitan para mantener su bienestar. Coincidentemente, en 2002, el economista surcoreano Ha-Joon Chang, investigador de la Universidad de Cambridge y consultor del Banco Mundial, publicó una obra seminal sobre la historia del desarrollo de las naciones que se llama “Patear la escalera”1, en la que muestra con claridad cómo los países desarrollados llegaron a esa condición a través de políticas intervencionistas pero luego recomiendan a los países en vías de desarrollo, a través de instituciones como el FMI, el Banco Mundial o la OMC, políticas liberales para dejarlos afuera de la competencia. Revertir esa imposición requiere de dos cosas: una profunda convicción nacional y un plan de desarrollo consistente que se sostenga en el tiempo y tener claro quiénes son los adversarios.


    La crisis de 2001 lleva injustamente ese nombre. Fue una crisis mucho más larga que ese 2001 y ese diciembre, que se fue gestando muchos años antes, a partir de un modelo económico pensado para sortear una coyuntura difícil, la hiperinflación de 1989 y 1990. Y, como suele suceder históricamente, el parche se terminó instalando como una verdad revelada y permanente. La Convertibilidad sobre una paridad de un peso igual a un dólar había pasado de ser un instrumento útil para una emergencia a convertirse en un mantra, casi una religión que era tabú cuestionar.


    El instrumento, en definitiva, se había convertido en un modelo económico sin que nadie lo hubiese explicitado. Así vivimos años creyendo que con un abrir y cerrar de ojos, con el chasquido de los dedos o el clic de un cajero de banco, los argentinos podíamos transformar pesos que imprimía nuestra Casa de Moneda con la cara de Carlos Pellegrini en dólares que imprimía la Reserva Federal de los Estados Unidos con George Washington.


    Esa ilusión estuvo alimentada por la placentera sensación de riqueza temporaria que generan estos procesos, el miedo a volver al trauma de la híper y (sobre todo) por la conveniencia estructural que ese sistema representaba para grandes grupos de interés, que basaron su modelo de negocios en exprimir las máximas ganancias financieras que fuesen posibles para derivarlas a sus casas matrices.


     


     


    No es que nosotros, el puñado de industriales que empezamos a discutir el modelo a mediados de los años 90, hayamos sido unos iluminados ni mucho menos. Simplemente fuimos una de las primeras víctimas directas de ese esquema que, gradualmente, iba a tener a prácticamente toda la Argentina como víctima, de una forma u otra. Para los industriales nacionales, la combinación de atraso cambiario creciente, la apertura indiscriminada sin mecanismos de política comercial que combatan la competencia desleal y tasas de interés prohibitivas era letal, y lo percibimos muy temprano en el proceso.


    Nuestra realidad, sumada a nuestra convicción de que la Argentina tiene que ser industrial para desarrollarse e incluir al conjunto de la población, nos llevó a ser uno de los primeros grupos que reaccionaron y actuaron. En mi caso, primero desde mi sector, el de la indumentaria, en la primera mitad de los 90, y luego desde la Unión Industrial a partir de 1995. Batallamos y buscamos con ahínco que las autoridades escucharan y comprendieran nuestros planteos, que fueran corrigiendo los desequilibrios que se iban produciendo, que actuaran en pos de los intereses nacionales. Actuamos siempre en público, de cara a la sociedad, aun cuando íbamos contra la corriente, y asumimos durante gran parte del proceso que nuestra contraparte también actuaba con buena fe, que luchábamos contra la falta de información, contra el error ideológico o simplemente contra la negligencia. Al tiempo vimos que no era así.


    Mientras nosotros luchábamos con las pocas armas de persuasión que teníamos, el adversario era más difuso. No eran directamente los funcionarios que aplicaban las políticas que llevaban al país a la bancarrota, no eran los economistas que repetían convencidos (o no) fórmulas que ya habían demostrado —y volverían a demostra— su fracaso, no eran los propios colegas industriales que acostumbran —y hasta se jactan de ello— a venderle la soga al que los quiere ahorcar. Los adversarios eran aquellos que lucran con el subdesarrollo argentino, pero nadie levanta explícitamente ese proyecto. Sus ejércitos de ocupación no llevan la bandera del subdesarrollo y en muchos casos ni tienen plena conciencia de qué es lo que defienden, en última instancia. En el mejor de los escenarios, actúan con ingenuidad como peones útiles de un proyecto que no les pertenece; en el peor —y la mayoría— de los casos usufructúan los privilegios de pertenecer a un proyecto que los incluye mientras excluye a la mayoría.


    Para nosotros, el desarrollo no es solamente un proyecto económico. Es un concepto mucho más amplio, una revolución que abarca todos los aspectos de la vida nacional y persigue, como dijo una vez Pablo VI2, el desarrollo de todo el hombre y de todos los hombres. Es un proceso que busca integrar el territorio en torno a la liberación de nuestra fuerza productiva, que fija ritmos y prioridades en pos de objetivos concretos y que requiere indefectiblemente la unidad del campo popular.


     


     


    Por eso la batalla era —y es— también cultural. Lograr que creamos que podemos. Esa tampoco era una batalla nueva. A los argentinos nos hicieron creer que éramos incapaces de desarrollarnos. Es la publicidad de la silla fabricada en la Argentina que se rompe cuando alguien se sienta sobre ella, el emblema propagandístico de la dictadura militar. O esa idea de que es lo mismo obtener un dólar a través de la especulación financiera que a través del comercio. Es la voluntad nacional doblegada: si no podíamos hacer una silla que sirviera para sentarse, ¿cómo íbamos a poder tener moneda? La consecuencia directa era, entonces, que alguien nos exportara su moneda, y con ella todo el proyecto de Nación.


    ¿Qué hicimos?


    Ante eso hicimos lo único que se puede hacer en una sociedad moderna y democrática: argumentar, persuadir, convencer, unir voluntades. Una tras otra, pelea por pelea, fuimos sumando una masa crítica para dar la batalla. Dimos la pelea primero en la Unión Industrial; nos retiramos del Grupo de los Ocho para crear el Grupo Productivo y sumamos a otros sectores de la economía, como la construcción y el campo; ampliamos a los sindicatos porque no hay desarrollo sin acuerdo entre el capital y el trabajo; buscamos el paraguas moral de la Iglesia, porque pocas instituciones conocen tanto la realidad en la Argentina; fuimos a buscar a los bancos nacionales porque también, aunque más tarde, serían víctimas de la extranjerización sin límites de la economía; convocamos a las universidades, que son las generadoras del pensamiento nacional.


    Dimos todos los debates a la luz pública, presentando documentos y argumentos, enfrentando y polemizando con nombre y apellido con políticos, economistas, periodistas e instituciones que, apoyados por intereses económicos concretos de privatizadas, bancos y sector de servicios, querían mantener el modelo. Todos negaban la realidad y buscaban todo tipo de argumento para defender lo que estaba muerto. Recuerdo cómo nos decían dos meses antes del estallido que el sistema financiero argentino era uno de los más sólidos del mundo porque respetaba las normas de Basilea Plus, una serie de normas regulatorias extras que se aplicaba a los sistemas financieros de países como la Argentina por la debilidad estructural que enfrentaban. Nuestra visión era tan diametralmente distinta que nos invitaron a Washington a exponer ante funcionarios del Banco Mundial, la Reserva Federal, el Tesoro de los EE.UU. y el Banco Interamericano de Desarrollo, cuyo presidente, Enrique Iglesias, al ver la contundencia de los números, dijo que todos esos organismos debían hacer un “mea culpa” sobre lo que había pasado en la Argentina.


    Armamos, en definitiva, un núcleo nacional de acción y pensamiento que fue juntando voluntades e insumos para que el país pudiese evitar la crisis y, si no podía evitarla, que nos encontrara juntos en un plan de salida para que la tierra arrasada no nos llevara a un modelo colonial sin retorno.


    Tanto fue así que la política, como nunca, vino a escucharnos y a referenciarse en nuestro programa. Las fuerzas políticas populares buscaron en nosotros lo que les costaba encontrar en su propio seno: claridad sobre lo que nos estaba pasando y lo que teníamos que hacer, pero sobre todo compartido por un núcleo nacional que trabajaba unido y estaba afianzado en torno a confianzas mutuas como pocas veces había ocurrido.


    ¿Qué teníamos que hacer? Aunque parezca simple y hasta obvio, lo primero era ver el elefante que teníamos en el baño. Nuestra incapacidad colectiva de terminar con la paridad 1 a 1 de la Convertibilidad nos llevó a una posición tan delicada en términos de la vulnerabilidad externa, fiscal y social del país, que lo único que nos quedó fue resistir el embate dolarizador y preparar una propuesta de salida hacia un país viable. Eso fue lo que la política encontró en nosotros en los dos años previos al estallido. Lo que vino a buscar cuando Raúl Alfonsín y Eduardo Duhalde nos ofrecieron asumir el primer Ministerio de la Producción de la historia del país.


    No había forma de que la salida de la Convertibilidad 1 a 1 —llevada al extremo al que la llevaron entre Menem, De la Rúa y Cavallo— no fuese traumática, máxime si se tiene en cuenta que la dirigencia política había perdido a esa altura mucha credibilidad. Varios preferían administrar la decadencia en lugar de enfrentar el cambio. Me cansé de repetir en ese momento que había que actuar con audacia y que solo teníamos que tenerle miedo al miedo mismo, como una vez había dicho Roosevelt. Los instrumentos que se usaron fueron justamente eso: instrumentos. El plan estaba en el rumbo que se buscó desde el primer momento: que la macroeconomía impulsara (o al menos no bloqueara) a la producción y que las políticas micro ayudaran a liberar la energía productiva del país. En síntesis: un modelo que permitiera un proyecto de desarrollo nacional.


    ¿Por qué no lo habían hecho ni Menem ni De la Rúa, a pesar de nuestros esfuerzos denodados por convencerlos de que el camino del modelo productivo-competitivo que propugnábamos era, finalmente, el que les iba a asegurar los resultados económicos que cualquier político necesita para mantenerse en el poder: crecimiento, empleo sustentable, buenos salarios e integración regional? La respuesta no es lineal. Por un lado, estaban también atrapados en el convencimiento colectivo de que no había otro camino y se debían a votantes que eran rehenes del modelo por el miedo que tenían ante su propio endeudamiento en dólares. Por el otro, estaban rodeados por gurúes que les presentaban nuevas soluciones mágicas o parches temporarios para demorar la decisión difícil pero necesaria.


    Nosotros dimos la pelea y, sorprendentemente para muchos, la ganamos. Fue una pelea primero defensiva, que solo pudo pasar al ataque una vez que los que la dimos tuvimos que corrernos tácticamente de los primeros puestos de fuego, asumiendo enormes costos personales. Es el destino de los que transforman: los antiguos beneficiarios hacen todo lo que está a su alcance para mantener privilegios y atacar el proceso transformador, mientras que a los nuevos beneficiarios les lleva tiempo ver los resultados concretos del cambio. Pero lo cierto es que ya en febrero de 2002 la Argentina dejó de caer y empezó a crecer, y avanzaba en lo que sería el mayor período de crecimiento de su historia en la década siguiente.


    Durante el recorrido veremos también las luces y sombras de la dirigencia empresarial nacional. La épica de aquella disputa que dimos de la UIA queda ensombrecida por las idas y vueltas de un empresariado que no logra articular objetivos comunes, que no se compromete con el destino del país, sino que apenas actúa en la defensa de intereses propios, en el que las grandes empresas buscan salvarse, buscan arreglar sus problemas y las chicas no tienen voz. Nuestro camino fue el inverso y la política nos vino a buscar dos veces porque nuestro mensaje llegaba a la sociedad. Fuimos lamentablemente la excepción que confirma la regla.


    ¿Qué vino después? ¿Qué queda hoy de 2001?


    Cada tiempo histórico tiene su no-dicho, esas cosas que todos o muchos saben pero pocos o nadie se anima a decir sin vueltas. A mí me tocó una parte de ese rol en 2001 y 2002, lo asumí con un profundo sentido de responsabilidad histórica. No había buenas noticias para dar en lo inmediato, pero el camino que debimos tomar y que tomamos era el correcto.


    Con el tiempo, pero más rápido de lo que se suponía, la sociedad comenzó a notar que la economía se estabilizaba y que se generaba un nuevo sentido común sobre el modelo productivo-competitivo que inauguramos, con tres pilares importantes: tipo de cambio competitivo, baja inflación y superávit gemelo. El consenso duró más de una década. Los números hablan por sí solos: entre 2002 y 2011, el PBI de la Argentina creció un acumulado de 74,4%, esto es un promedio anual de 6,4% por un período de diez años y con un fuerte desendeudamiento, recobrando la gobernabilidad de la política económica.


    Después, otra vez, nos olvidamos de corregir a tiempo y de encarar el salto al desarrollo que tenemos pendiente, ese que tiene que transformar la ecuación madre de nuestras penurias económicas: el hecho de que le vendemos al mundo productos que valen poco y le compramos los que valen mucho. Los economistas lo llaman cambio de la matriz productiva. Si no lo encaramos, nos restan dos alternativas, exportar a la mitad de los argentinos o decirles que el modelo solo puede funcionar con bajos salarios y sin trabajo para todos.


    En mi segunda presidencia en la UIA, entre 2011 y 2013, nuestra obsesión fue justamente advertir y proponer ese salto al desarrollo. Los buenos términos de intercambio no iban a durar para siempre y teníamos que aprovecharlos. El título de la conferencia industrial que organizamos en 2011 habla por sí solo: “El péndulo argentino o la hora del desarrollo”. Allí dijimos que lo que tenía que venir era una era de sintonía fina en las políticas, que armonicen las tensiones propias del crecimiento, y advertíamos sobre la grieta creciente que amenazaba con paralizarnos, como efectivamente ocurrió.


    Por no dar ese salto, el modelo volvió a entrar en una tensión que no supimos resolver. Cada sector volvió a su propia quinta, a defender sus intereses sin buscar una síntesis ni fórmulas virtuosas. Cuando pasaba el tren del desarrollo, nos quedamos peleando en el andén. Así volvimos al otro lado del péndulo y, en el período presidencial de 2015-2019, volvimos a adoptar las mismas políticas (en buena parte hasta con los mismos actores) que nos llevaron a aquel desastre. Como no podía ser de otra manera, los resultados fueron prácticamente los mismos, aunque esta vez, por suerte, sin la escenificación política dramática de aquella crisis.


     


     


    Revisitar 2001 sirve para entender la crisis en clave del drama histórico de la Argentina, pero también del desafío presente y futuro. En este inicio del mundo pospandemia, en el que vivimos una doble revolución tecnológica y ambiental en su modelo de producción capitalista, nuestro país puede encontrar una nueva oportunidad para integrarse a partir de transformar y agregar valor a sus recursos naturales, a partir del conocimiento y la capacidad de nuestra gente y nuestro acervo industrial, científico y tecnológico, que tiene más de un siglo y medio, y todas las capacidades para subirse al tren de la Industria 4.0. Esta transición coincide con la llegada de una nueva generación de dirigentes que ya tienen responsabilidad de gestión importante, a ambos lados de la llamada “grieta”, que nacieron en democracia y que vivieron de cerca aquella crisis de fin del siglo pasado. Guardo esperanzas de que, por encima de la legítima y sana disputa política democrática, esa generación busque acuerdos de base que se edifiquen sobre la convicción de que la Argentina puede desarrollarse a partir de sus propias capacidades y con inteligencia en el mundo ultracompetitivo que enfrentamos.


    Este libro es un aporte para reconstruir una historia cuyo relato no puede quedar en la superficialidad de un fracaso colectivo, sino que merece también reinterpretarse a partir de otro de sus aspectos fundantes: el de la defensa de los intereses nacionales, el diálogo y los acuerdos en el campo nacional a partir de objetivos comunes, la acción conjunta para evitar la pérdida final de soberanía y finalmente la instauración de un modelo económico que mostró que la Argentina es posible, que el desarrollo industrial e inclusivo es asequible. Hacerla realidad es resultado de una fuerte convicción nacional, un plan de acción y acumulación de fuerza política. Lo conseguimos en aquellos años y tuvo resultados evidentes; luego lo perdimos, nos desunimos y nos dispersamos, y volvimos al péndulo. Es hora de recuperarlo.


    Espero que la experiencia sirva tanto para quienes la vivieron en aquellos años como para los que lideren los desafíos que vienen.
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CAPÍTULO 1 
 El diciembre del año que cambió todo



    La batalla contra la dolarización y el subdesarrollo


    Diciembre todavía no había empezado pero ya era políticamente diciembre. Ese viernes, 30 de noviembre de 2001, tenía agendada una entrevista con la periodista Susana Viau, de Página/123. Eran las cinco de la tarde, pero la temperatura, en lugar de bajar, parecía subir. Empezamos a hablar con Susana, con quien teníamos una confianza lograda a lo largo de muchas charlas, on y off the record, durante aquellos meses turbulentos. Pronto, tuvimos que dejar de hablar. Mi teléfono no paraba de sonar y traía noticias que, como el país conocería horas después, no eran buenas.


    “¿En serio van a hacer eso? ¿Y cómo…? ¿Cuándo…? Espérenme que voy para allá”. Susana me escuchaba y pronto entendió que estaba pasando algo que nuestra entrevista no iba a poder abarcar, algo que dispararía un proceso que luego sería irreversible, donde se pondrían en juego cosas importantes y definitorias para el país. Conocedora de los recovecos de la política y de la economía argentinas, Susana dejó que me excusara, con la promesa de volvernos a ver en cuanto hubiese más visibilidad. La que no teníamos en esa tarde-noche incierta.


    Salí de la sede de la UIA a las seis de la tarde. Empezaría una serie frenética de reuniones con funcionarios, empresarios, dirigentes sindicales y sociales en pos de seguir buscando una salida viable a una crisis que se venía acumulando desde hacía años. Nada impidió que al día siguiente, sábado 1° de diciembre, Cavallo anunciara el inicio de las restricciones bancarias que terminarían sellando la suerte de su gestión y la del presidente De la Rúa. La corrida contra los depósitos había sido imparable. Cuando el ministro habló a las nueve de la noche de ese sábado —que inauguró oficialmente el diciembre más dramático de la historia reciente del país— para anunciar que se limitaría “transitoriamente, por 90 días” la extracción de efectivo a 250 pesos/dólares por semana, tuvo que admitir que el miedo de los depositantes era “muchas veces justificado”.


    El corralito fue apenas el último manotazo de ahogado de un gobierno que había perdido el crédito público desde mucho antes: cuando su vicepresidente, Carlos “Chacho” Álvarez, renunció por sospechas de sobornos en el Senado que presidía; desde que su segundo ministro de Economía, Ricardo López Murphy, duró dos semanas y tuvo que irse porque su propia coalición rechazaba el plan de ajuste que proponía; desde que el presidente convocó a Cavallo, uno de sus rivales en la elección de 1999, para salvar un modelo económico en coma; desde que la sociedad había manifestado su bronca en la elección legislativa de octubre de 2001 (casi la mitad del padrón —diez millones de personas— votó en blanco, no concurrió a votar o anuló su voto), preludio de lo que vendría: “que se vayan todos y que no quede ni uno solo”. Era, además, un gobierno que no tenía red: el modelo económico que había sostenido y defendido no podía frenar una corrida que llegó a ver la salida de hasta US$ 1.000 millones diarios porque no tenía, como tiene cualquier país normal del mundo, un prestamista de última instancia.


    Mientras eso se maceraba, un grupo de personas íbamos contra la corriente de desintegración colectiva en la que se había convertido la Argentina. Tratábamos de imaginar y colaborar con la generación de la salida que necesitaba el país. El proceso hasta ese momento había sido largo y representativo de un mal que padece nuestro país desde hace décadas: la incapacidad de adelantarse a las crisis, de anticipar acontecimientos que parecen cantados, pero negamos hasta que la realidad nos golpea con virulencia en las narices. Aquel diciembre que empezaba el 30 de noviembre y terminaría el 1° de enero, con la asunción del gobierno de Eduardo Duhalde, fue la llamarada más potente de un incendio que se venía propagando desde hacía meses, desde hacía años, y que no logramos apagar a tiempo. ¿Por qué no pudimos?


    El consenso habla de que sufrimos una extraña negación general; una suerte de patología que nos impidió ver que estábamos en el Titanic y que íbamos directo al iceberg a toda velocidad. Es una explicación fácil y cómoda, que reafirmaría una supuesta endeblez de los argentinos para darnos cuenta de lo que nos aqueja. Sobre todo, es una explicación ingenua, que oculta la trama de intereses que se esconden detrás de la intención de que la Argentina no sea un país desarrollado. Esos intereses a veces son explícitos y estructurados; otras son espontáneos, actos reflejo de coyunturas que permiten a algunos sectores tener ganancias jugosas a costa del freno (o la destrucción) de un proyecto nacional de desarrollo con inclusión.


    En el fragor de la crisis, muchas veces, los actores perdemos de vista el sentido estratégico de lo que está en juego en cada uno de nuestros actos, desde el más pequeño hasta el más grande. Mantenerlo requiere un sentido de colectivo muy consolidado, una dinámica de grupo, con lazos de confianza entre actores de múltiples sectores, que defiendan los intereses que representan pero a su vez empaticen con la visión del otro, para construir una mirada general sobre un proyecto de país que sea mutuamente beneficioso.


    El diciembre que empezó en esa tarde de noviembre encontró a un grupo que había consolidado esos lazos de confianza durante los años previos y había puesto en común sus convicciones específicas para encarar una crisis que se aceleraba. La dinámica de la crisis era impredecible y nada garantizaba un resultado favorable a los intereses nacionales. Pero sí es seguro que de no haber existido ese conjunto de dirigentes de lo que entonces llamábamos el “núcleo nacional” con una mirada común, aun con nuestras diferencias, los acontecimientos habrían tomado otro curso, estructuralmente más nocivo para el país.


    Volví a encontrarme con Susana Viau una semana más tarde, de nuevo en la UIA, para completar la entrevista trunca. Para entonces, la tragedia bancaria de la crisis estaba desatada y la dinámica inmediata era impredecible. Ahí le planteé con claridad lo que me parecía que era la pelea de fondo y que se iba a jugar de lleno ese mes y los que siguieron: la batalla contra la dolarización. Más allá del corralito y esa coyuntura caliente, “lo más preocupante es que aquí se vaya a la dolarización”, le dije. “Solo un país que no tiene claro su destino puede hablar de entregar su moneda”.


    Esa lucha iba a ser sin cuartel, lo sabíamos. Por eso advertí, al final de la entrevista, ante la pregunta sobre qué pasaría si nuestro intento de concertación fracasaba, algo que la periodista vio como el título perfecto para lo que vendría: “Si no hay concertación, la Argentina entrará en un período de crisis y entonces tendremos que estar más unidos que nunca. De esto no se sale sin coraje, no se sale sin audacia. De esto no se sale con pechos fríos”.


    Viau escribió que nos movíamos con “una energía casi simétrica a la que despliega, del lado opuesto, el ministro de Economía (Cavallo) y que a De Mendiguren lo hacen moverse como pez en el agua en la crisis”.


    El FMI nos suelta la mano


    En esos días, como era usual en aquellos tiempos, estaba en el país una misión del Fondo Monetario Internacional (FMI). Su misión era revisar el estado de la economía argentina y recomendar (o no) la aprobación ese mismo mes de un desembolso de US$ 1.264 millones que la Argentina necesitaba para no caer en default. El anuncio de Cavallo del sábado a la noche había dejado muy claro el verdadero estado de la economía —no había mucho más que revisar—. A la mañana siguiente, me contactó la delegación del Fondo para reunirse urgentemente con las autoridades de la Unión Industrial Argentina (UIA). El lunes 3 de diciembre, primer día hábil del corralito, hicimos la reunión en la sede de la UIA, pero decidimos que no fuese solo un encuentro de empresarios, sino que los enviados del Fondo se vieran cara a cara con el núcleo de los actores del campo nacional. Estaban los sindicatos de las dos CGT, los bancos nacionales encabezados por Eduardo Escasany, sectores del campo agrupados en CRA, la Cámara de la Construcción; hasta Enrique Olivera, que era entonces presidente de ABAPPRA, la asociación de bancos públicos y privados nacionales.


    A cargo de la misión del FMI estaba John Thornton, un señor inglés que difícilmente perdía sus estribos pero que ese día había dejado de lado gran parte de la delicadeza diplomática que caracterizaba a su personalidad y era parte de su rol. Nosotros habíamos preparado una presentación en la misma línea de la que habíamos exhibido en Washington ante el Banco Mundial unos meses antes, para destacar el potencial productivo del país y nuestra mirada estructural sobre la economía argentina. Esos conceptos tenían el apoyo de todo el grupo y serían la base del programa económico que tendríamos que acelerar unos días después, cuando la desintegración política y el riesgo de vacío iban a llegar a límites insostenibles. Thornton escuchó con educación pero con cierta impaciencia visible, y al final de mi exposición transmitió lo que había venido a decir: la Convertibilidad se había terminado y el país ya estaba en default. Era una desagradable primicia que unos días después confirmaría oficialmente el Fondo, pero que nos dejaba como grupo en una situación incómoda e incierta.


    Fuera de la UIA había una marea de periodistas esperando definiciones. Ese día miles de personas habían inundado los bancos intentando sacar sus ahorros, que ahora estaban disponibles solo de a 250 pesos/dólares por semana. El país estaba sumido en una incertidumbre creciente, buscando respuestas que nadie podía dar. Sobre todo, porque pocos hacían las preguntas correctas. El FMI tenía una de esas respuestas, pero a una pregunta de cortísimo plazo: si la Argentina podría mantener en respirador artificial al modelo que estaba carcomiendo su economía. Thornton nos acababa de decir que no habría más asistencia y que la Argentina tenía que encarar de una vez por todas el problema de competitividad que padecía. “Aun si les mandáramos esos fondos, no les servirían para nada”, nos espetó el funcionario.


    Cuando dijo eso, la primera mirada con la que me crucé fue la de Olivera, con quien compartía en esos días el Directorio del Banco Nación y que tenía una relación muy cercana con el presidente De la Rúa. Todos quedamos helados al escuchar lo que estábamos escuchando. No es que eso hubiese sido ninguna novedad para nosotros, a esa altura del partido. Pero sí era novedoso que lo dijese el enviado del Fondo Monetario, que había sostenido y financiado la Convertibilidad hasta mucho tiempo después de que se probara que no tenía destino. Thornton se había quedado en el país con un pequeño staff técnico luego de que su jefe, el economista chileno Tomás Reichman, se volviera raudo a Washington a informar sobre los nuevos acontecimientos y el derrotero en el que había entrado el país. Dicen que cuando se despidió de De la Rúa estaba muy preocupado, porque conocía las opciones que enfrentaba el país. La última misión de Thornton era informarnos a nosotros, los actores de la economía real, que el organismo le había soltado la mano a la Argentina. Meses después, esa decisión estratégica se complementaría con salvatajes a las economías que más se podrían ver afectadas por la debacle argentina: Brasil y Uruguay recibieron ayudas extraordinarias por US$ 30.000 millones y US$ 1.500 millones4, respectivamente, para que contuvieran cualquier efecto contagio.


    Cuando entendimos que la misión de Thornton era simplemente informar un hecho consumado, la reunión tomó otro rumbo. Algo fastidiado pero siempre rápido de reflejos, Armando Cavalieri le espetó al emisario: “Ahora, si usted dice que tenemos que devaluar, ¿por qué no sale y se lo dice a los periodistas así la gente sabe que quieren eso?”. Thornton apenas se inmutó y en su respuesta volvió a la calma de profesor de inglés: “Yo no digo que tengan que devaluar, yo digo que tienen un problema de competitividad tremendo y les quedan dos caminos: o modifican el tipo de cambio o intentan un proceso de deflación. Pero no cualquier deflación, una deflación que les lleve entre tres y tres años y medio. Si piensan que tienen la espalda política y social para hacerlo, adelante”.


    Thornton, previsiblemente, no dijo en público lo que nos dijo en privado. Dos días después, con Thornton recién aterrizado en Washington, el vocero del Fondo, Thomas Dawson, anunció que el organismo seguía trabajando con el país pero que, aunque el programa económico del gobierno “no está cumpliendo con las metas que se pusieron las autoridades en términos fiscales”, no era el momento “de discutir el tema (del tipo de cambio) u otras cuestiones esotéricas”5. Mientras Dawson hablaba, Cavallo iba a Ezeiza a tomarse un último avión a Washington en busca de un improbable cambio de posición del organismo que tanto lo había cobijado y que ahora lo dejaba a la intemperie.


    Pero antes el ministro tenía una última carta y estaba dispuesto a todo para jugarla.


    Último llamado al acuerdo: el riesgo era no tener país


    Ese fin de semana del corralito truncó lo que había sido una esperanza de salida ordenada de la crisis insostenible que había generado la Convertibilidad. De la Rúa se aferraba a ella porque había sido una promesa explícita de su campaña, tanto así que estaría dispuesto a dejar su gobierno antes que abandonar lo que no era más que un instrumento de política monetaria que ya había fracasado. Para Cavallo, en cambio, la Convertibilidad no era solo un instrumento, sino su mayor creación, una marca propia que le había dado fama mundial. Ese era uno de los motivos principales por el que había vuelto al Ministerio de Economía luego de haber sido candidato a presidente en 1999, elección en la que obtuvo un respetable 10% de los votos. Su misión era salvarla; y de lograrlo, y volver a conducir el país hacia la estabilidad, retomar sus ambiciones presidenciales.


    Pero “el Mingo” era (y es) una persona inteligente y sabía que la Convertibilidad, como estaba, no podía ser salvada. Al inicio de su gestión, en abril, nos había pedido una reunión junto a los sindicalistas. La habíamos hecho de apuro y en un lugar donde no se difundiera, en la casa de la madre de un compañero nuestro, en la calle Cerrito, que tenía una cochera discreta. Cavallo estaba alterado, acelerado, nos pedía tiempo, treinta días, que él iba a presentar el plan. En realidad buscaba tiempo para lograr poderes extraordinarios. Los sindicalistas vinieron todos. Nadie le había avisado a la dueña de casa y de repente abrió la puerta y estaban Moyano, Daer, Ubaldini y el resto. Cuando terminó la reunión los sindicalistas salieron en silencio y entre ellos se decían “este está loco”. Igual le dieron el tiempo que pidió.


    Un mes después, en junio de 2001, Cavallo había anunciado un “factor de empalme” a partir del cual el peso pasaría a flotar en una canasta con el dólar y el euro, pero solamente una vez que esas dos monedas alcanzaran la paridad. Su objetivo era lograr una Convertibilidad “plus”, que siguiera ligando el peso a monedas “fuertes”. Uno de los problemas del plan era que no se sabía con exactitud cuándo el dólar y el euro cotizarían en paridad y por ende cuándo entraría en vigencia. La economía argentina no tenía mucho margen para aguardar factores externos tan aleatorios.


    Una de las grandes virtudes —y grandes defectos— de Cavallo era que no le gustaba que le impusieran cosas, sino todo lo contrario. Cavallo es un liberal heterodoxo, que encontraba su fortaleza en la creatividad. Pero ese rasgo de personalidad le impedía ser parte de acuerdos mayores a él mismo y su comando. Lo que fue una fortaleza al momento de asumir el control del ministerio con matices de primer ministro se convirtió en un pasivo a medida que se deterioraba la situación del país.


    Por algo de eso nos pensaba como enemigos. Nuestro grupo había llegado a ese inicio de diciembre, que luego sería trágico, fortalecido. Unos días antes, entre el 20 y el 22 de noviembre, habíamos llevado a cabo la 7ma Conferencia Industrial en Parque Norte. Nuestro objetivo era seguir fortaleciendo al núcleo nacional, el único que podría ser capaz de ayudar al gobierno a encarar un nuevo rumbo económico con apoyo político. Como en esos días el país parecía atrapado en la trampa de mirar el índice del riesgo país —un indicador financiero que mide el diferencial de tasa que tiene que pagar el país según el precio en el que cotizan los bonos del soberano—, quisimos desde el título de la conferencia sacar el foco de ahí y mostrar el absurdo de no atacar los problemas de fondo del país: “Encuentro de los argentinos. Un Proyecto Nacional de Desarrollo. El verdadero riesgo es no tener país”.


    Sabíamos que la conferencia iba a tener repercusión pero nunca imaginamos que generaría tanto impacto. En el abanico amplio de oradores del programa de tres días —y también como asistentes— se hicieron presentes los principales dirigentes políticos, entre ellos, el expresidente Alfonsín, Eduardo Duhalde (que un mes antes había sido el político más votado en la elección legislativa); el presidente de la UCR, Ángel Rozas; el gobernador de la provincia de Buenos Aires, Carlos Ruckauf; el jefe de Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires, Aníbal Ibarra, entre otros. Pero además se sumaron la CGT, los bancos públicos y los bancos privados de capital nacional, intendentes de peso como Alberto Balestrini de La Matanza, representantes del clero y obviamente todos los sectores productivos. Allí hicimos propuestas muy concretas sobre con qué y cómo salir del atolladero en el que estaba el país.


    A mí me tocó hacer la presentación que había realizado unos meses antes en Washington, invitado por el presidente del Banco Interamericano de Desarrollo (BID), Enrique Iglesias, y ante representantes del Banco Mundial, el FMI y el gobierno de los EE.UU., entre otros. Allí mostrábamos cómo los problemas estructurales del país no tenían un origen financiero sino económico, de solvencia. Y que lo que hacía falta era reorientar la economía hacia un modelo que favoreciera la producción, el empleo y la inclusión a partir del crecimiento virtuoso en lugar del achicamiento vicioso en el que estábamos sumergidos. Nuestra conclusión terminaría siendo profética con respecto a lo que pasaría en el país durante la década siguiente. “Creemos que en la Argentina una tasa de crecimiento del 4,5% anual sostenido en el largo plazo, a través de varios años, es perfectamente posible. Podemos demostrarlo y discutirlo, creo que la Argentina puede lograr superávit fiscal, un saldo comercial positivo y equilibrado en las cuentas externas; desempleo para nosotros a niveles de un dígito”, dije.


    Aun sin que nos diéramos cuenta de manera tajante, en esos meses aciagos nuestras ideas habían empezado a aglutinar a la mayoría de los actores de la vida pública nacional. ¿Por qué? Porque rozaban el sentido común: corregir el tipo de cambio real, reestructurar la deuda, mejorar la distribución del ingreso para recomponer la demanda interna y mejorar los precios relativos, en aquel tiempo muy ligados a los contratos con las empresas privatizadas. La masa crítica que se había generado en torno a esos conceptos, simples pero a contracorriente, en esos meses iba creciendo y empezaba a exceder a la representación puramente sectorial con la que las habíamos concebido para ser tomadas como propias por el sistema político.


    Pero no estaba claro que el presidente De la Rúa las hubiera hecho propias. En su discurso de cierre, el expresidente volvió a realizar una convocatoria algo vacía al acuerdo nacional, un llamado que no se terminaba de materializar, aunque su deterioro político se hubiera acelerado en la segunda mitad de 2001. Quien sí lo impulsaba desde adentro del gobierno era el jefe de Gabinete, Chrystian Colombo, que luego de la conferencia hizo un primer llamado a un encuentro intersectorial para la semana siguiente.


    Los días que siguieron a la conferencia fueron frenéticos de reuniones y encuentros en preparación para la concertación. El domingo 26 de noviembre fuimos a la noche a Olivos para empezar a materializar el llamado que se estaba preparando para el jueves con empresarios, sindicalistas y sector financiero —nacional y extranjero—, en un intento de elaborar una salida para la crisis. Dos días después constituimos formalmente en la UIA el “núcleo nacional” para llegar a la concertación con propuestas concretas para atacar los problemas estructurales del país. Lo hicimos en un almuerzo en la UIA el martes 28 de noviembre de 2001, y allí sumamos por primera vez al núcleo al Consejo Interuniversitario Nacional, un actor que nunca puede dejar de estar presente a la hora de pensar en un proyecto de país. La declaración fundacional del Núcleo Nacional planteaba una serie de medidas urgentes, entre ellas, “la aplicación de un nuevo factor de empalme a las operaciones de comercio exterior que mejore la competitividad de los sectores transables de nuestra economía”.


    Pero al día siguiente, el riesgo país superó los 3.000 puntos, la tasa interbancaria trepó al 250% anual en Convertibilidad y la corrida sobre los depósitos se aceleró: el 30 de noviembre, unas horas antes de que recibiera a Susana Viau para nuestra entrevista fallida para Página/12, se fueron más de US$ 1.000 millones en un día. El “mercado” no le dio espacio a la concertación. La semana siguiente resultó ser demasiado tarde.


    La avanzada dolarizadora


    Luego de que el representante del Fondo nos confirmara que no habría más ayuda para el país, ese grupo nacional entró en shock. Ante la evidencia de que el gobierno no iba a avanzar hacia un acuerdo nacional y multisectorial para enfrentar la crisis, cada cual empezó a replantear su posición. Había un peligro de que se impusiera un “sálvese quien pueda” cuando lo que más hacía falta era cerrar filas y pensar en conjunto. Los sindicalistas fueron los primeros en reaccionar. El 5 de diciembre las dos CGT (la de Rodolfo Daer y la de Hugo Moyano) llamaron a un paro general para el 13 de diciembre. La vocación de construcción que se había elaborado con paciencia de orfebres fue dinamitada por el anuncio inconsulto del corralito, que demolió también la discusión en curso con el FMI.


    Nosotros decidimos encerrarnos en un hotel de Pilar para reflexionar cómo seguir. Estuvimos toda la noche sin dormir con el grupo chico de la UIA, entre quienes se hallaban Federico Nicholson, Luis Betnaza, Alberto Álvarez Gaiani y Héctor Massuh. Evaluamos opciones, hablamos con múltiples interlocutores. Casualmente, vino a comer con nosotros Jorge Remes Lenicov, que era diputado electo por la provincia de Buenos Aires y economista de confianza de Duhalde. A esa altura no imaginábamos el camino que tendríamos que recorrer juntos unas semanas después.


    La incertidumbre crecía. Las noticias se sucedían muy rápido. A la mañana siguiente, Página/12 publicó un cable de Reuters que confirmaba parte de lo que habíamos escuchado del FMI el día anterior6. El jefe de la misión, Reichman, le había advertido a De la Rúa que tenía que decidir entre devaluar o dolarizar la economía porque la situación era insostenible. A las pocas horas, Reichman se fue del país casi sin aviso, sorprendido por el anuncio del corralito, que entendía como un desesperado intento final de mantener artificialmente el statu quo. Pero la novedad que empezaba a circular era que, puesto a elegir, el gobierno avanzaría irremediablemente hacia la dolarización. Había detalles muy concretos: desgastado políticamente, Cavallo podría ser reemplazado por Emilio Cárdenas, el líder de la filial local del HSBC y entonces representante de los intereses de la banca extranjera, que aportaría US$ 15.000 millones para fortalecer las reservas antes de dolarizar.


    Ahora la embestida era muy concreta. Y surgía del propio seno del poder. Una medida extrema como la dolarización tenía el rechazo de prácticamente toda la dirigencia política, económica, sindical y social del país. Un país sin moneda es un país sin soberanía ni capacidad de forjar su propio futuro. Sin embargo, no estaba claro que la sociedad argentina pensara lo mismo dado el estado de shock en el que se encontraba y el engaño colectivo en el que vivíamos, que nos impedía cuestionar el instrumento, en este caso la Convertibilidad, que nos estaba llevando a la ruina. Años después la escritora canadiense Naomi Klein publicaba La doctrina del shock, un ensayo que muestra de qué manera se aprovechan las crisis económicas y sociales como la que vivimos nosotros para implantar políticas que en circunstancias normales las sociedades no aceptarían. Allí, Klein dice: “Los actores que se llevan las mayores ganancias rara vez aparecen en los campos de batalla”. Cuando lo leí, una década después de aquel diciembre, entendí muy bien a qué se refería.


    Lo cierto es que en esas horas de reflexión, ante un escenario que no cesaba de cambiar, nos dimos cuenta de que la agenda había dado un vuelco: de la ofensiva que intentaba buscar un acuerdo multisectorial para la salida teníamos que pasar a una táctica defensiva, para impedir que se implantara, aprovechando el estupor colectivo, una medida que podría cambiar el destino del país en el peor de los sentidos. El gobierno había sido muy claro y explícito, en las semanas previas a ese momento crucial, que puesto a elegir, entre la espada y la pared, llevaría al país a la dolarización. Ya el 5 de octubre, unos días antes de las elecciones legislativas y con el riesgo país subiendo sin parar, el jefe de Gabinete Colombo había sido tajante: “Este gobierno no va a devaluar… es más, le diría que en un caso extremo (tendría) un costo menor la dolarización que la devaluación”7.


    La dolarización era entonces el último grito de la moda monetarista, y la Argentina se había convertido en el lugar pivot donde aplicarla, como puntapié inicial de un proceso a escala eventualmente continental. En su último año de mandato, en 1999, el presidente Menem había intentado avanzar con fuerza con el proyecto dolarizador, impulsado discursivamente por economistas de think tanks que venían proponiendo esos esquemas desde años atrás, empezando por el CEMA (Centro de Estudios Macroeconómicos de la Argentina). Fundado en plena dictadura militar (1978), este instituto ya había propuesto dolarizar el país durante la hiperinflación de 1989, que terminaría finalmente en el paso intermedio de la Convertibilidad. El equipo que se había puesto a cargo del proyecto estaba compuesto por el titular del Banco Central de entonces, Pedro Pou; el ministro de Economía, Roque Fernández; y el secretario de Asuntos Estratégicos, Jorge Castro8.


    El proyecto de Menem no prosperó pero dejó una marca, y sus promotores no desistieron de sus planes, sino todo lo contrario. Apenas un año antes de nuestra crisis, en enero de 2000, Ecuador dolarizó su economía. Su presidente de entonces había admitido que hacerlo sería “un salto al abismo”. Un año después, también en enero, fue el turno de El Salvador. Hasta el día de hoy son los países más grandes con una dolarización oficial de su moneda: el resto son micro-Estados o territorios, como Kosovo, las islas Marshall, Micronesia o Palau. No había antecedentes de un país del tamaño de la Argentina, hoy cinco veces más grande que Ecuador, que hubiera resignado su soberanía monetaria para funcionar sin tener un Banco Central propio como prestamista de última instancia.


    Si la dolarización se imponía en la Argentina, el impacto geopolítico habría sido fenomenal en toda la región. Lo sabían todos los actores principales de ese tiempo: por el proceso de Convertibilidad, que había cumplido diez años en marzo de 2001, la Argentina estaba en el centro de una arremetida de algunos sectores del establishment de los Estados Unidos para imponer el dólar como moneda única de curso legal en la región.


    Unos años después, en 2004, lo mostró con mucha claridad la doctora en Economía e investigadora del Conicet Noemí Brenta, en un trabajo que detalló con precisión cómo la ola dolarizadora fue un plan coordinado que incluyó la participación de think tanks, grupos económicos y organismos financieros, sumado al apoyo de algunos sectores de la política estadounidense. El paper de Brenta es revelador, en varios sentidos. Por un lado, habla de una clara “intencionalidad” de instalar la idea de dolarización y de preparar a las sociedades para su adopción. Por el otro, muestra cómo la negativa de nuestro país, gracias a la resistencia que ejercimos en aquellos meses dramáticos, puso un punto final a la avanzada.


    Sobre lo primero, dice Brenta:


     


    (La intencionalidad de imponer la dolarización) se instrumenta a través de un proceso que incluye aplicar recursos a la investigación, sesgada, en favor del tema de la dolarización; llevarlo a la agenda pública a través de su difusión entre personas influyentes, grupos de interés, candidatos políticos, líderes de gobierno, y medios de comunicación; desarrollar y difundir las medidas concretas de política (“el manual”) para aplicar la dolarización, y preparar a la opinión pública para el cambio; y finalmente, involucrar a quienes están cerca de los decisores de política —asesores económicos y legales, líderes empresariales, legisladores, embajadores y otros funcionarios—, a través de la celebración de foros y reuniones informales, a fin de legitimar el tema, hasta lograr su implementación9.

     

    Una parte importante de la elite intelectual local está siempre dispuesta a adoptar como propias y defender con vehemencia ideas que vienen empaquetadas desde el exterior y que generalmente tienen poco que ver con los intereses nacionales. La avanzada dolarizadora no fue la excepción. El entusiasmo de instituciones como el CEMA se desprendía de programas armados a medida por think tanks muy poderosos, como el caso del Cato Institute, que en 1999 presentó una “hoja de ruta” para la dolarización “unilateral” de la Argentina como reacción a la devaluación de Brasil. “La dolarización sería más duradera si fuese implementada por ley del Congreso y tuviese una amplia aceptación popular”, escribían. “Proponemos evitar que el gobierno argentino vuelva a imprimir moneda. Para la Argentina, la moneda impresa por el gobierno siempre ha sido una maldición. La Ley de Convertibilidad hizo al peso casi tan bueno como el dólar, pero todavía no es igual de bueno. La dolarización en la forma en que la proponemos aseguraría que los argentinos usen la mejor moneda del mundo y haría muy difícil que regresen los viejos malos tiempos de una mala moneda nacional”.10


    Cuando escribo este libro, dos décadas después, la magnitud de aquella disputa cobra una dimensión completamente nueva. La avanzada coincidía geopolíticamente con el proyecto de integración continental llamado Área de Libre Comercio de las Américas (ALCA), que terminaría de encontrar su límite bastante tiempo después, en medio de condiciones económicas distintas en todos los países de la región, en la Cumbre de Mar del Plata de 2005, ya bajo la presidencia de Néstor Kirchner. Pero escribiendo en 2004, Brenta muestra con claridad que la negativa argentina, surgida de la resistencia de nuestro “núcleo nacional”, fue clave para revertir el proceso. “A principios de 2004, el tema de dolarización plena de las economías latinoamericanas parece haber pasado de moda, luego de la negativa del gobierno argentino para adoptar esta política, pese a los fuertes embates recibidos… La recuperación del crecimiento, a través de un régimen cambiario flexible y una política monetaria basada en objetivos de inflación, habría cerrado temporariamente la puerta a la cuestión de la dolarización plena”, escribe Brenta.


    En ese estado de pánico en el que estábamos a fines de 2001, el proyecto de dolarización avanzaba, de la mano de los sectores que se beneficiaban con recaudar dólares fáciles y cautivos de nuestro país. Localmente, no era difícil ver quiénes eran: las empresas transnacionales que se habían beneficiado con las privatizaciones de los servicios públicos, del sistema de jubilaciones (AFJP) y la banca extranjera alimentaban a un coro permanente que doblegaba la voluntad nacional repitiendo, una y otra vez, desde los medios de comunicación, que la Argentina era incapaz de resolver por sí misma sus problemas y tenía que convertirse en una suerte de protectorado económico. Nosotros veníamos marcando nuestras diferencias desde mucho tiempo antes, en el Grupo de los Ocho. Dos años antes una nota en la tapa del suplemento económico de La Nación nos había reunido a Enrique Crotto, de la Sociedad Rural; Carlos Fedrigotti, de Asociación de Bancos de la Argentina (ABA); Jorge Di Fiori, de la Cámara Argentina de Comercio; y a mí, por la Unión Industrial. Mientras que yo planteaba que la Convertibilidad se podía sostener “en el corto plazo” pero que hacía falta mejorar la competitividad de todos los sectores, Fedrigotti decía abiertamente que “la dolarización es un fenómeno inexorable, porque toda la sociedad va en ese camino, así que vamos a terminar allí”11. En esa línea, pomposamente, ABA tituló su convención anual a mediados de 2001 con el lema “Profundizar la modernidad”, y planteando desde varias ponencias importantes que el camino era la dolarización.


    Enterados de la movida en curso, aquel 5 de diciembre por la mañana empezó nuestro intento de parar lo que entonces se mostraba como inevitable.


    La resistencia nacional al modelo de subdesarrollo


    Lo primero que hicimos fue llamar a Ángel Rozas, el titular de la UCR, el partido de gobierno. “Ángel, parece que van a la dolarización, sería un desastre para el país, tenemos que pararlo”, le comenté. Rozas se fue inmediatamente para Olivos a ver al presidente. Le advirtió, sin medias tintas, que la dolarización era un límite que el partido de Alem e Yrigoyen no estaba dispuesto a cruzar.


    Rozas no tenía un trabajo fácil en esos tiempos. El partido hacía rato que no apoyaba el curso económico que había tomado el gobierno y, de hecho, en las legislativas sus candidatos parecían más opositores que oficialistas, empezando por el expresidente Alfonsín, que compitió por una banca en el Senado en la provincia de Buenos Aires. Cavallo había prácticamente intervenido el gobierno y oficiado como una suerte de primer ministro plenipotenciario, relegando a De la Rúa a ser una figura más bien simbólica; la reacción de amplios sectores de la UCR, entre ellos la Franja Morada, había frenado en marzo el ajuste que propuso Ricardo López Murphy durante sus dos semanas a cargo del Ministerio de Economía. Habían aceptado a regañadientes la llegada de Cavallo, acorralados por la falta de resultados y esperanzados en que el creador del monstruo pudiera eventualmente dominarlo.


    Pero nada de eso pasó. Ahora, la avanzada dolarizadora era un nuevo límite. En los días siguientes, la posición de Rozas y de la mayoría de los líderes del partido sería muy importante para frenar ese intento de fuga hacia delante que se estaba gestando. En varias oportunidades dijo que dolarizar era “el peor camino de todas las alternativas”12 que estaban sobre la mesa porque causaría “un daño irreparable” para el país. Así se lo dijo al presidente De la Rúa esa mañana.


    Esa misma tarde logramos contactarnos con Cavallo. Él ya sabía de nuestra charla con Rozas, de la advertencia del radicalismo al presidente. Le propusimos verlo y aceptó. Fuimos lo más rápido que pudimos desde Pilar hasta el Palacio de Hacienda. Cavallo comenzó el encuentro tranquilo, sentado en la mesa grande de su despacho. Le dijimos lo que habíamos leído y cuál era nuestra preocupación. Sin inmutarse dijo: “Miren, si la gente decide dolarizarse, la dolarización va a ocurrir de hecho porque la base monetaria para respaldar el circulante está”. Se hizo un silencio y luego, en voz baja, le dije: “Mingo, tenés que saber que la dolarización divide aguas, hasta acá llegamos”. Ahí el ministro todopoderoso perdió los estribos y nos empezó a gritar y decirnos que estábamos desestabilizando. “No están colaborando con un momento crítico de la Argentina”, decía. Se la agarró particularmente con Álvarez Gaiani, aunque el pobre ni había abierto la boca. La reunión terminó abruptamente.


    La “dolarización espontánea” era una de las maneras con las que se intentaba imponer el plan de forma más suave. El mismo Menem había sugerido avanzar por ese camino13 cuando vio, hacia el final de su mandato, que una dolarización formal no podía pasar el filtro político. En esas jornadas caóticas de diciembre, cientos de miles de personas salían día y noche a reclamar que los bancos les devuelvan sus dólares y otros se agolpaban en las casas de cambio. La visión general era que con tal de que “devuelvan los ahorros” y se estabilizara la crisis bancaria, la población aceptaría mansamente —y hasta con alegría en algunos segmentos— que el país dejara de tener moneda.


    Salimos del Ministerio de Economía desconcertados, pero convencidos de que estábamos perdiendo porque, puesto a elegir, el gobierno iba a tomar el camino de la dolarización, de la mano de un fuerte poder económico y geopolítico que estaba detrás y que tenía mucha más fuerza que nosotros. Los promotores de la dolarización tenían para ofrecer lo que el gobierno más necesitaba en esa emergencia terminal: los dólares que evitarían el default —aunque fuera en el cortísimo plazo—. Y veíamos que era capaz de hipotecar el futuro del país para sortear momentáneamente la crisis.


    No sabíamos bien qué, pero entendíamos que teníamos que hacer algo —y rápido—. De vuelta en la UIA, decidimos que había que dar en público la batalla que se estaba librando en los sótanos del poder económico, local y extranjero. Teníamos que intentar, además, tocar el corazón de los argentinos, buscar una fibra íntima del país, que expresara con claridad lo que estaba por ocurrir y sus consecuencias.


    Decidimos llamar a Abel Posse. Escritor, poeta y diplomático, Posse había entendido la importancia de la hora y había pronunciado un discurso contundente en la Conferencia Industrial de noviembre, en un panel sobre cómo hacer de la crisis una oportunidad. “Nosotros tenemos que reconstruir el Estado”, había dicho. Lo llamamos y le dijimos lo que estaba pasando, cómo la pérdida de la moneda era el golpe de gracia para la disolución del Estado y de su capacidad de accionar. Le pedimos que escribiera un manifiesto que mostrara en negro sobre blanco los peligros de la dolarización. Y escribió:


     


    Manifiesto


     


    En esta hora de confusión y crisis, hay grupos interesados en dolarizar nuestra economía.


    Solo se han dolarizado unos pocos países que en ningún caso tienen la complejidad y magnitud del nuestro: Panamá, Palau, Micronesia, Ecuador y las Islas Marshall.


    Más allá de las obvias razones de autonomía y dignidad nacional, significaría privarnos para siempre de instrumentos esenciales de política económica. Abandonaríamos definitivamente la posibilidad de tener política monetaria. La Argentina pasaría a importar definitiva y pasivamente la política monetaria de los Estados Unidos y a depender de su fase del ciclo económico y de su aumento de productividad.


    Abandonaríamos para siempre la posibilidad de tener política cambiaria. No tendríamos instrumentos para defendernos de las devaluaciones competitivas del resto del mundo que adoptó como regla los tipos de cambio flexibles.


    La dolarización consolidaría los actuales altos niveles tarifarios de los servicios públicos y sectores monopólicos.


    Implicaría un dramático ajuste de los gastos esenciales del Estado, desprotegiendo a los más débiles.


    Con relación al Mercosur, la dolarización implicaría el más grave paso para separar a la Argentina de este proyecto estratégico.


    La dolarización no contribuiría a resolver los problemas que presenta el actual escenario de caída de empresas, de deterioro del salario real, de altas tarifas de servicios y elevadas tasas de interés, en definitiva de alta pérdida de competitividad.


    En la actual crisis por desesperación de una minoría desconcertada, no cometamos el error de comprometer el presente y el futuro de nuestra Nación con una medida de naturaleza colonial, que, más allá de su indignidad, agravaría la crisis.


    Dolarizar es una medida de seguridad aparente. Es una falsa medicina. Nada curará. Solo servirá para dejarnos sin los instrumentos que necesita cualquier Nación en crisis para manejarnos soberanamente y preservar los intereses nacionales.


    Que la crisis sea nuestro renacimiento y no indigna resignación14.


     


    El 8 de diciembre publicamos el manifiesto en forma de comunicado y lo difundimos con fuerza. Además de las organizaciones que conformábamos el Grupo Productivo, tuvimos la firma de la CGT. Ante la inminencia de la amenaza, priorizamos salir con el manifiesto para no demorarnos y buscar después las adhesiones. No había tiempo que perder.


    Con ese texto quedó claro cuál era el tenor de lo que se discutía y quiénes estaban de cada lado de la disputa, que ya se había desatado. Nuestro objetivo era claro: sabíamos que llevábamos las de perder, éramos conscientes de que del otro lado había poderes muy grandes, que tenían muchos intereses y recursos. Pero también sabíamos que teníamos que marcar una línea y decirle a la sociedad, como le habíamos dicho a Cavallo en privado el día anterior, que esa era la línea divisoria entre lo que podíamos aceptar y lo que no. Lo que sí y lo que no como país.


    Entonces nos dimos cuenta de que también necesitábamos salir de la defensa y pasar al ataque: nos oponíamos porque teníamos una propuesta para la salida.


    El regreso de Menem: símbolo dolarizador


    Una de las grandes falencias de nuestro país en los últimos años es que nos enfrascamos en discusiones que no siempre tienen resolución. Hay dilemas que históricamente no podemos resolver porque somos incapaces de pensar de manera creativa, “fuera de la caja”, como se dice en el mundo creativo. Entonces, entramos colectivamente en una zona de confort que, a medida que se acumulan los problemas, estalla irremediablemente en una gran incomodidad para el país. Es una bomba que todos vemos hacer tic-tac pero nadie se anima a tocarla. Entonces las cosas, simplemente, dejan de funcionar.


    Ese fin de la Convertibilidad, que el corralito de Cavallo terminó de sentenciar, nos tenía atrapados en círculos viciosos de ajuste sobre ajuste sobre ajuste. La imposibilidad de mirar más allá de las mismas recetas nos anulaba y nos impedía ver el elefante en el bazar: la Argentina ya no tenía un problema de flujo, sino de solvencia, y el corsé monetario en el que vivíamos también nos nublaba la vista. Entonces, veíamos a actores importantes de la vida pública nacional, entre ellos muchos empresarios, haciendo proclamas sobre la enfermedad del déficit fiscal o gritando contra el gasto de la política o pidiendo que se apruebe de manera urgente un presupuesto más austero. No veían que el problema no era el efecto sino la causa: el modelo.


    Cavallo había viajado a Washington de imprevisto en esos primeros días de diciembre, fue un intento desesperado por enderezar lo que ya estaba definitivamente torcido: el Fondo no iba a ayudar más al país a menos que algo cambiara estructuralmente. La versión pública, obviamente, no era tan clara. El FMI prometía seguir “trabajando junto al país” y a la espera de que se termine de completar un plan que haga a la economía del país “sustentable”. Una nota en la revista británica The Economist escribió lo que pocos se animaban a decir o escribir en Buenos Aires: “En Washington nadie se anima a decirle a Cavallo que está desnudo”15.


    Aunque la imagen es astuta, no era del todo cierta. El problema no era que el Fondo no se animara, sino que no quería aparecer como quien diera el último empujoncito al país hacia el abismo que ya se avizoraba y muchos habían negado. Por eso, su táctica fue la de seguir pidiendo condiciones para que el país recibiera la ayuda pendiente, condiciones que, dadas las circunstancias políticas, eran absolutamente impracticables. Entre ellas, se incluía el ambiguo pedido de que el país presentara un “plan integral” para enviar los ya famosos US$ 1.264 millones, que apenas ayudarían a evitar un default en el cortísimo plazo, aprobar antes de fin de año un nuevo Presupuesto y una nueva Ley de Coparticipación. Cuando el ministro volvió de Washington, lo llamé a Colombo para preguntarle cómo le había ido a Cavallo: “Para el orto”, me respondió Colombo, que entendía que la viabilidad política de avanzar con lo que pedía el Fondo era prácticamente nula.


    Pero Cavallo no se amilanó, sino que siguió avanzando, con la anuencia del presidente. El 9 de diciembre, después de la aparición de nuestro comunicado contra la dolarización, el gobierno anunció que avanzaría con la anulación de los planes de competitividad sectoriales que el propio Cavallo había instaurado en mayo, al poco tiempo de asumir. Los planes daban una serie de beneficios impositivos, administrativos y laborales para las empresas y, aunque no eran en sí mismos ninguna panacea en el contexto del drama competitivo que sufríamos —sobre todo luego de la devaluación de Brasil a comienzos de 1999—, sí eran una muestra de que Cavallo entendía el problema de fondo de nuestra economía y sus planes buscaban la forma de devaluar sin devaluar. El argumento explícito para darlos de baja fue, como siempre, fiscal. Era uno de los (muchos) pedidos del FMI en su afán por correrle el arco al país16.


    Ante esa decisión, quedaba implícito pero claro que el gobierno nos había identificado, al Grupo Productivo y al Núcleo Nacional, como los adversarios a vencer. Nada había cambiado en el país desde mayo—cuando Cavallo había enunciado esos planes como una necesidad imperiosa para empezar a salir de la crisis— hasta este diciembre, al contrario. El cambio de orientación del gobierno se evidenció unos días después, cuando la información más reservada que circulaba en torno a las intenciones de avanzar con la dolarización, sea formal o espontánea, empezó a salir a la luz. El símbolo de esa aparición fue ni más ni menos que el expresidente Carlos Menem.


    Unos días antes, Menem había salido de prisión domiciliaria, luego de cinco meses de detención en conexión con una causa de tráfico de armas. En su primer día en libertad, Menem lanzó su candidatura presidencial para 2003, en un intento por marcar la cancha en la interna peronista. En su discurso fue muy crítico del presidente De la Rúa: le pidió que “deje de hablar de la herencia” y de “mentirles a los argentinos”.


    Sin embargo, en los días que siguieron, ante la aceleración de la crisis, Menem se empezó a acercar a los sectores netamente dolarizadores del gobierno de De la Rúa. El expresidente veía en la debacle y en la confusión en la que estaba entrando el gobierno una oportunidad única para terminar de instalar la agenda dolarizadora que impulsaba desde el final de su gobierno y pretendía convertirse en el garante político de la avanzada para luego aspirar a su tercera presidencia. El 10 de diciembre, Menem hizo público un llamado a “un gran acuerdo patriótico”. Como ya era costumbre en su trayectoria política, las palabras que elegía apuntaban a la dirección diametralmente opuesta a la realidad que terminaría por plantear, como fueron en su momento las menciones a la “revolución productiva”. Esta vez, el acuerdo patriótico era para eliminar la moneda nacional.


    De la Rúa recibió a Menem en la Casa Rosada el 13 de diciembre, el mismo día que la CGT paraba el país. El expresidente estaba acompañado por Alberto Kohan, el gobernador de La Pampa, Rubén Marín; el secretario general del Justicialismo, Eduardo Bauzá; su hermano Eduardo Menem; y su exsecretario de Planeamiento Estratégico, Jorge Castro. Según las crónicas de entonces y la información que nos llegaba indirectamente, los otrora archienemigos políticos hablaron explícitamente del plan dolarizador: “Hay que dolarizar y marchar a un acuerdo monetario con Estados Unidos. Si no se puede, podría hacerse progresivamente: primero los salarios de los empleados del Estado, después las jubilaciones…”, dijo Menem, retomando el plan que había planteado en los últimos meses de su gestión. “Es una medida que tenemos en estudio”, confesó De la Rúa17.


    La confirmación explícita del acuerdo fue la designación unas horas más tarde de Miguel Kiguel como jefe de Asesores del ministro Cavallo. Un diario de ese día describió a Kiguel como “un fanático de la dolarización”18. Técnicamente, Kiguel estaría encargado del tramo global del canje de deuda privada que estaba encarando el gobierno, en reemplazo de Daniel Marx, que había renunciado por diferencias con Cavallo.


    Todos estos movimientos mostraban que un grupo importante y poderoso del establishment económico estaba preparando, con la anuencia de un conjunto de tecnócratas en la cima del poder político, una nueva fuga hacia delante para la economía del país. Pasar de una Convertibilidad moribunda a la dolarización total de la economía apenas podría generar un alivio temporal de algunas de las tensiones crecientes del país, pero su impacto estructural sería lapidario. Además, como la historia de Ecuador lo demostró varios años después, se convertiría en una trampa sin salida para la política económica nacional.


    Mientras esto pasaba, empezamos a articular nuestras ideas en un plan concreto de salida de la crisis. Entonces escribimos y sistematizamos desde la Unión Industrial un cúmulo de propuestas capaces de volver a reunir al Núcleo Nacional. Teníamos que aglutinarnos en torno al país que queríamos en el futuro y a partir de las propuestas para construirlo. En esa Argentina bloqueada e incapaz de pensar salidas creativas, donde el poder económico internacional estaba alineado, con un enorme poder de fuego y con el canto de sirenas de la dolarización del otro lado de la trinchera, el principal punto que teníamos que intentar transmitir era que no estábamos viendo lo obvio. Por eso el título de nuestro plan dejó muy clara nuestra posición: “Sincerar significa asumir la realidad”.


    Sincerar significa asumir la realidad:el plan de salida


    El documento se dividió en dos partes. La primera tenía 16 postulados que planteaban lo que la Argentina necesitaba sincerar; la segunda era el plan: un conjunto de ideas básicas y propuestas concretas para un nuevo esquema económico.


    Había una realidad que todos veíamos, pero nadie quería admitir o mencionar en público: era una especie de tabú. Decidimos que era la hora de dejar atrás los eufemismos y llamar a las cosas por su nombre. Todas esas cuestiones las habíamos planteado en diferentes oportunidades y de distintas formas a lo largo de los cuatro años anteriores. Ese documento las sintetizó en postulados simples y claros: eran cosas que ninguna persona informada desconocía, sino que simplemente decidíamos colectivamente no ver, no tematizar, no debatir. Entre ellos, el documento decía que sincerar significa asumir que:


     


    
      	En el sistema financiero argentino no existen los dólares suficientes para afrontar los depósitos en moneda extranjera.


      	Sin un cambio en el régimen monetario y cambiario no existe la posibilidad de reconstruir un sistema financiero que opere con normalidad y solvencia.


      	El default de la deuda es un hecho. La insolvencia externa argentina debe ser asumida con seriedad y realismo.


      	La Convertibilidad ya no existe. Ha sido destruida por sus propias consecuencias económicas y sociales.


      	El tipo de cambio fijo constituye hoy la principal restricción al desarrollo. Además no es creíble internacionalmente un sistema de paridad fija en un mundo de tipos de cambio flexibles.


      	La insolvencia interna del sector público no puede desconocer a los sectores más débiles de la sociedad.


      	Con los actuales precios relativos y la regresiva distribución del ingreso es imposible volver a crecer.


      	La financiación de un desarrollo armónico e integrado no es compatible con un sistema financiero concentrado y extranjerizado.


      	Los niveles de tarifas de servicios públicos vigentes hacen inviable una Argentina productiva.


      	El Mercosur requiere de un replanteo integral para continuar siendo un proyecto estratégico de la Argentina, en lugar de factor de empobrecimiento.

    


     


    La segunda mitad del documento enunció nuestras “Ideas básicas para un nuevo esquema económico”. Allí presentábamos una hoja de ruta concreta para salir del atolladero en el que estábamos. En el primer punto, postulábamos un objetivo macroeconómico claro: “Recuperar para la Argentina el proceso de acumulación de capital y de distribución del ingreso que caracteriza a las economías capitalistas exitosas”.


    En el punto siguiente del plan se presentaban los conceptos fundamentales que debería tener la salida. Ante todo, un compromiso por la paz y la equidad social, basado en un acuerdo político que sabíamos que se podía lograr en el seno de los partidos mayoritarios. Luego la decisión fundamental de “desdolarizar y pesificar la economía”: los contratos entre particulares, los contratos financieros (depósitos y créditos), los contratos con empresas privadas; modificar la política monetaria y cambiaria para que el tipo de cambio flote y la emisión se mantenga vinculada al nivel de reservas; reestructurar la deuda externa pública y privada; generar una política de equilibrio fiscal y una política de distribución del ingreso.


    Se asumía, y el plan lo planteaba explícitamente, que a partir de ese plan que sincerara la realidad económica en sus aspectos cambiarios y de deuda externa, y que además contara con suficiente respaldo social y político, “será apoyado por el FMI y la Tesorería americana”, y que entonces “se buscaría liberar los fondos comprometidos en el Blindaje para reconstituir el nivel de reservas, permitiendo inyectar liquidez en el sistema y fortalecer la posibilidad de actuar en el mercado cambiario”.


    El plan tenía obviamente cláusulas de emergencia que debían ser transitorias y que las entendíamos como tales. El tema más delicado de la transición era, sin dudas, la desdolarización. En nuestra propuesta original, todos los contratos dolarizados se pesificaban 1 a 1, tanto las deudas como los depósitos, con mecanismos que mantuvieran el valor (poder adquisitivo).


    La deuda era otro de los temas delicados. Por un lado, planteamos que la negociación debía llevar a una reestructuración que alineara los pagos futuros con “la capacidad de generar divisas de la Argentina”. Por el otro, planteamos que necesitábamos al menos un año de gracia en el pago de capital e intereses para poder poner a la economía nuevamente en marcha.


    Pero además planteábamos un esquema fiscal de emergencia que sirviera de transición hacia una reforma tributaria integral. En la emergencia sugeríamos contribuciones patronales plenas para empresas de servicios públicos y diferenciales para dar aire a las economías regionales; la eliminación de exenciones en el impuesto a las ganancias y la instauración de retenciones a los productos energéticos para mejorar la competitividad interna.


    Otros capítulos fueron la base de lo que sería luego la política pública del gobierno de Eduardo Duhalde y los que siguieron. En el aspecto social, decíamos que había que unificar todos los planes asistenciales, con criterio de universalidad y automaticidad, y hablamos de la necesidad de otorgar un seguro de desempleo amplio para jefas y jefes de hogar, con programas de reinserción laboral y capacitación. En comercio exterior, llamábamos a un “replanteo” del Mercosur para encontrar un equilibrio, no solo en los aspectos comerciales del bloque, sino también en los flujos de inversiones, sobre todo de los sectores de mayor valor agregado.


    Un sinceramiento de la economía de este estilo tenía precedentes históricos importantes. Uno de ellos, quizás el más famoso, fue la salida del patrón oro por parte de los EE.UU. después de más de cinco décadas, primero estableciendo una convertibilidad en marzo de 1933 y luego dejando flotar el dólar en 1971.


    A la distancia, o para quienes no hayan vivido en carne propia aquellos años, “Sincerar…” se lee como un conjunto de postulados simples y obvios, casi de sentido común. En aquel momento, sin embargo, era casi un documento herético, no por lo novedoso del planteo, sino porque se animaba a sistematizar una hoja de ruta real y posible para salir del callejón en el que estábamos. Tuvimos que discutirlo mucho internamente para llegar al producto final y no fue fácil, sobre todo porque lo que justamente faltaba era tiempo. La otra discusión que tuvimos en el seno de la conducción de la UIA era si teníamos que hacerlo público o primero aglutinar voluntades en privado. Decidimos por esta última opción, sobre todo porque lo más importante era volver a reunir al Núcleo Nacional, que se había desbandado luego de la reunión con el FMI y ahora veía pasar una extraña convocatoria a un acuerdo político sin definiciones claras sobre para qué sería el acuerdo.


    Lo que hicimos entonces fue llevar el documento en mano a los principales referentes y ponernos a disposición para discutirlo. Los primeros que lo recibieron fueron los líderes de las dos CGT, Rodolfo Daer y Hugo Moyano, y el resto de los sectores del Grupo Productivo. Se lo llevamos luego al expresidente Alfonsín, el líder radical y entonces senador electo por la provincia de Buenos Aires, que nos recibió con Mario Brodersohn. Eduardo Duhalde nos vio con su equipo económico, encabezado por Remes Lenicov; también nos reunimos con el gobernador de Córdoba, José Manuel de la Sota; y con el de la provincia de Buenos Aires, Carlos Ruckauf. También lo compartimos con los líderes de la Iglesia. Peregrinamos mucho esos días para agrupar consenso en torno a un formato de salida diferente al que estaba gestando el gobierno y los dolarizadores. Muchos de nuestros interlocutores compartían de inmediato nuestras propuestas pero, por supuesto, hacían sus propios cálculos políticos sobre su viabilidad y el formato de implementación, dada la persistencia del gobierno en el error de la Convertibilidad y ahora la dolarización.


    El plan recién vería la luz pública el 21 de diciembre de 2001, un día después de la renuncia de De la Rúa. Ante la confusión general y los movimientos que estaban pasando de manera subterránea para empujar al país a la dolarización, decidimos arriesgar y presentar el plan en una conferencia de prensa en la UIA mientras el país empezaba a decidir la sucesión democrática más traumática de la historia reciente. Los periodistas se agolpaban en el salón Petiribí de nuestra sede y los móviles cortaban la Avenida de Mayo para escuchar nuestra propuesta alternativa a la dolarización. “El plan tiene que tener un gran consenso político, social y empresarial”, dije. “Hay que explicarle a la gente que la Convertibilidad se terminó”19.


    Pero para ese día todavía faltaba mucho.


    El sentido de la crisis: administrar la decadencia o enfrentar el cambio


    El 9 de diciembre armamos una cena en mi casa en San Isidro con el titular del Banco Interamericano de Desarrollo (BID), Enrique Iglesias. Luego de nuestro viaje a Washington unos meses antes, en el que presentamos nuestra visión sobre el caso argentino, Iglesias no solo había hecho y pedido que los organismos financieros multilaterales realizaran un mea culpa sobre la situación del país, sino que me había pedido que en el futuro, cuando viajara a Buenos Aires, yo también le armara una agenda para ver una Argentina diferente a la que siempre le armaban los economistas ligados a los sectores financieros del país.


    “Yo tendría que sacar una foto de esta mesa, volver a Washington y mostrar que es posible un consenso político en torno a un plan sustentable en este país”, dijo Iglesias al ver la concurrencia. Armamos el encuentro para que fuese lo más diverso posible, que quedara claro para todos que queríamos hacer un aporte constructivo ante la crisis que estaba sufriendo el país, pero al mismo tiempo mostrar un núcleo que tenía coincidencias de fondo sobre el destino de la Argentina y creía en la necesidad de diálogo.


    Había oficialismo y oposición, empresarios y trabajadores, industriales y banqueros. Por parte del gobierno, el jefe de Gabinete Chrystian Colombo y el presidente del Banco Nación Enrique Olivera, que además era íntimo amigo del presidente De la Rúa y titular de ABAPPRA, la asociación de bancos públicos y privados argentinos; Ricardo Gutiérrez, presidente del Banco Provincia y persona de confianza del ministro Cavallo; Remes Lenicov, diputado y economista de cabecera de Duhalde; Eduardo Escasany, presidente del Galicia y titular de Adeba, la asociación de bancos argentinos; Héctor Daer y Hugo Moyano, los líderes de las dos CGT; Eduardo Baglietto, titular de la Cámara de la Construcción y persona de Techint; Manuel Cabanellas, presidente de Confederaciones Rurales Argentinas (CRA); y por la UIA Federico Nicholson, Héctor Massuh y yo, como presidente.


    Durante esa cena, Iglesias nos dijo que un plan sustentable para la economía argentina podría contar con el apoyo de Washington y así liberar los fondos que estaban pendientes del Blindaje que se había anunciado con el FMI y otros organismos un año antes. Y también que el tema de la pesificación se estaba estudiando en el BID con José Luis Machinea. A partir de esa conversación, a todos nos quedó la certeza de que si el país tenía un plan sustentable, tendría apoyo externo. Así lo consideramos cuando presentamos nuestro plan de salida de la convertibilidad.


    Pero además nos enteramos de que el gobierno de De la Rúa se había comprometido con el FMI a dar de baja los planes de competitividad, como parte de otro conjunto de medidas que tenía que cumplir para que se liberara la asistencia. En el mundo económico internacional, Iglesias era el que mejor había entendido la naturaleza de la crisis que estaba atravesando el país —y el aporte que nosotros queríamos hacer—. Le dijimos claramente que no entendíamos cómo algo que se había presentado como clave para recuperar la economía del país unos pocos meses antes ahora se podía descartar sin mayores explicaciones. Por supuesto, el resto de las condiciones que ponía el Fondo eran incumplibles porque requerían acuerdos políticos para un rumbo del que nadie estaba convencido.
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